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COMPLEMENTA QUERELLA Y PRECISA HECHOS QUE INDICA 

 

 

7° Juzgado de Garantía de Santiago 

 

  

MONTSERRAT RODRIGUEZ FERRER, abogado, por la querellante, en 

causa RUC 2010031220-5, RIT 8809-2020, a US. con respeto digo:  

Que, por este acto y conforme los antecedentes de la investigación, 

vengo en complementar y precisar los hechos que a continuación se 

indican: 

Con fecha 17 de junio de 2020 interpuse, en la representación que 

invisto, querella criminal en contra de doña CONSTANZA BENVENUTO 

RODRÍGUEZ, doña MIRIAM MUÑOZ DONOSO, don CRISTIÁN 

FONSECA ZAGAL, don CAMILO GONZÁLEZ ESPINOZA, doña 

CONSTANZA PUALUAN ESPOZ, y de doña KATHERINE DENISSE 

MARTORELL AWAD, y contra todos aquellos que resulten responsables, 

sea en calidad de autores, cómplices o encubridores, por los delitos de 

Prevaricación administrativa, prevista y sancionada en el artículo 228 del 

Código Penal, de Fraude al Fisco, previsto y sancionado en el artículo 239 

del Código Penal y por los delitos de Falsificación de Instrumento Público, 

ilícito previsto y sancionado en el artículo 193 del Código Penal, así como 

por otros ilícitos que puedan develarse en el curso de la investigación. 

Luego, con fecha 13 de junio de 2022, amplié querella por los delitos de 

Prevaricación Administrativa, Falsificación y Fraude al Fisco, 

además, del delito de NEGOCIACIÓN INCOMPATIBLE, previsto y 

sancionado en el artículo 240 N°1 del Código Penal, y el delito de 

TRÁFICO DE INFLUENCIAS, previsto y sancionado en el artículo 240 

bis del Código Penal, en contra de don JUAN CARLOS BANDA MARÍN, 

y en contra de don NELSON RODRIGO DONOSO YANTÉN, y en contra 
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de todos aquellos que resulten responsables, sin perjuicio de los demás 

ilícitos que puedan derivarse de la investigación. 

Finalmente, con fecha 22 de febrero de 2023, amplié nuevamente 

la querella por los delitos de FRAUDE AL FISCO, previsto y sancionado 

en el artículo 239 del Código Penal y por los delitos de FALSIFICACIÓN 

DE INSTRUMENTO PÚBLICO, ilícito previsto y sancionado en el artículo 

193 del Código Penal, OMISIÓN DE COOPERACIÓN PÚBLICA, ilícito 

previsto y sancionado en el artículo 253 del Código Penal, del delito de 

NEGOCIACIÓN INCOMPATIBLE, previsto y sancionado en el artículo 

240 N°1 del Código Penal, y el delito de TRÁFICO DE INFLUENCIAS, 

previsto y sancionado en el artículo 240 bis del Código Penal, en contra 

de doña PATRICIA SEPÚLVEDA ROGEL, y en contra de todos aquellos 

que resulten responsables, sin perjuicio de los demás ilícitos que puedan 

derivarse de la investigación. 

Que, a estas alturas de la investigación, se hace necesario precisar 

los siguientes hechos, que se encuentran acreditados en la carpeta 

investigativa: 

 

1.- La Resolución de adjudicación tiene fecha 16 de marzo de 2020. El 

plazo de entrega ofertado, y establecido en el contrato era de 10 días 

corridos. Es más, dentro del proceso de evaluación, se utilizó el foro 

inverso para aclarar el plazo de entrega, por la contradicción existente (al 

margen de la legalidad, dicho sea de paso), aclarando expresamente que 

el plazo de entrega sería de 10 días corridos, 
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2.- El contrato fue suscrito con fecha 18 de marzo de 2020, tal como 

consta en la carpeta investigativa. 

 

3.- Con fecha 16 de abril de 2020, se dictó resolución que aprobó el 

contrato. 

 

4.- Desde la Subsecretaría de Prevención del Delito optaron, 

aleatoriamente y sin fundamentación alguna, calcular el plazo de 10 días 

corridos desde el 16 de abril de 2020, y no desde la fecha de suscripción 

del contrato, permitiendo, con ello, entregar las cámaras ofertadas recién 

el día 27 de abril de 2020, fecha en la que se suscribió el acta de recepción 

de equipos y omitiendo el cobro de multas, de 10 UTM por cada día corrido 

de atraso, como puede apreciarse a continuación: 
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5.- El contrato establecía respecto de la vigencia del contrato, lo siguiente: 

 

 

 

Es decir, no requería, para comenzar a regir ni para el cálculo de la 

entrega de las mercaderías (10 días corridos) de la resolución que 

aprueba el contrato, ya que la obligación de entrega ya había iniciado, por 

lo que debía entregarse en el plazo de 10 días corridos desde la 

suscripción del contrato (18 de marzo de 2020) y no desde la resolución 

que lo aprobaba, tampoco era necesaria la suscripción del Acta de Inicio 

del contrato que, por lo demás, considerarla como necesaria para 

prorrogar la fecha de inicio o nacimiento de las obligaciones, evidencia 

una interpretación de facultades arbitrarias, que permiten acomodar las 
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fechas de inicio de los contratos a las particularidades de cada oferente, 

y no a la oferta misma, las Bases de Licitación y el Contrato suscrito. 

 

6.- El acta de inicio del contrato fue suscrita, coincidentemente, con la 

llegada al país de las cámaras tal y como consta en la carpeta 

investigativa. Es decir, de haberse considerado como fecha de inicio de 

cómputo de plazo, que es lo que en derecho correspondía, las cámaras 

habrían ingresado al país vencido el plazo de 10 días corridos. No fue 

hasta la fecha de ingreso al país de las cámaras que se decidió dar inicio 

al contrato, con el fin de facilitar e impedir el cobro de las multas que 

procedieren. 

Ficticiamente, se fijó una fecha de inicio de contrato para favorecer 

la entrega “dentro de plazo” y omitir el pago de las multas que 

correspondían por incumplimiento del plazo de entrega. No existe 

información alguna ni fundamentación que justifique haber fijado el inicio 

del contrato más de un mes después de la firma de éste, menos aún, 

cuando esta fecha coincide con el ingreso al país de las cámaras ofertadas. 

 

 

 

 



6 
 

7.- A mayor abundamiento, la entrega formal se realizó en dos etapas, 

siempre calzando la entrega con el acta de inicio del contrato suscrita, 

una vez que las cámaras ingresaron al país, aun cuando con fecha 24 de 

abril de abril de 2020 solicitaban aplicar fuerza mayor por imposibilidad 

de cumplimiento dentro del plazo. Dicha carta, a la cual el Acta de 

Recepción de Equipamiento hace referencia y considera innecesario 

responder, no fue aportada durante la incautación de los documentos 

relativos al proceso licitatorio y de contratación, no constando, a la fecha, 

en la carpeta investigativa. 

 

 

 

 

 

8.- Por otro lado, lo señalado en el acta de entrega no es verídico, puesto 

que el producto ofertado no fue entregado conforme a los requerimientos 

de las Bases de Licitación y el Contrato ni en la fecha señalada en el 

acta. Lo ofertado correspondía un sistema de cámaras, con mantención 

y ejecución por 12 meses., 

Debía entregarse, según contrato (cláusula 2°), a lo menos, lo siguiente: 
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9.- Sin embargo, según señaló el mismo Motorola, y según consta en la 

carpeta investigativa, la actualización que permitió el post recording (por 

lo demás, no ofertado y excluyente) corresponde a una actualización de 

agosto de 2020, fecha en la cual, recién pudo considerarse entregado el 

producto, y no en la fecha en que se dice fue entregado. 

Tal y como consta del informe de auditoría N°277, de 7 de octubre 

de 2021, de la Contraloría General de la República, recién en el mes de 

septiembre de 2020 pudo constatarse la existencia de post recording: 
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Continúa más adelante el citado informe: 

 

 

En idéntico sentido, continúa el informe, señalando expresamente: 
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Pese a ello, aun cuando es evidente que el post recording no estaba 

incluido en la fecha de 27 de abril de 2020, la querellada Martorell omitió 

recabar los antecedentes y realizar investigación alguna. 

 

10.- Conforme consta en la declaración del sr. Fonseca Zagal, no existió 

una real evaluación de parte de la Comisión Evaluadora: 

 

 

Ello evidencia y pone de manifiesto que al no haberse efectuado la 

evaluación en los términos en los que se declaró haber efectuado, no 

pudieron verificar que las cámaras ofertadas por Motorola no tenían post 

recording. Pero lo grave es que, pese a las evidencias, hasta la fecha 

tratan de enmascarar la ausencia del requerimiento, negándolo con 

afirmaciones técnicas poco creíbles. 

 

 La evaluación se habría verificado en dos reuniones, en las cuales 

se exhibieron planillas excel de evaluación, las cuales, hasta la fecha, 

continúan desaparecidas y no agregadas a la carpeta investigativa. 
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Pese a la incautación de la totalidad de los antecedentes por parte 

de PDI, dichas planillas no fueron habidas, ni tampoco fueron entregadas 

a la Contraloría al serles requeridas, pese a que todos los evaluadores, 

incluidos terceros, manifiestan que existieron. 

Es el caso de la declaración del funcionario de la SPD, don Alexander 

Benítes, quien señala expresamente, en relación a su participación en el 

proceso licitatorio durante la evaluación (pese a no ser miembro de la 

comisión evaluadora): 

 

 

 

Es decir, coincide en la existencia de las planillas y, coincide, 

además, en que se consignaba en éstas la evaluación de las empresas, lo 

que estaba en coordinación del querellado Donoso, asesor técnico directo 

de la querellada Martorell. 
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11.- No solo esto, de la misma declaración, se desprende que, inclusive 

antes de la adjudicación, la querellada Martorell fue advertida de esta 

situación: 

 

 

 

Continúa señalando lo siguiente: 
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  Evidentemente, todo el equipo de la Subsecretaría, incluida la 

Subsecretaria, estaban en conocimiento de que las cámaras no cumplían. 

 

12.- Lo grave de todo esto radica en el hecho de que no se cursó multa 

alguna, pese a corresponder, perjudicando con ello al Erario Nacional. 

En efecto, la Sra. Martorell señala expresamente en su declaración: 
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Aunque la querellada afirma que hubo causas externas, no niega 

que hubo incumplimiento de los plazos contractuales. 

El solo incumplimiento de los plazos establecidos activa la 

posibilidad legal de aplicar multas conforme a las cláusulas del contrato 

(lo cual estaba expresamente regulado en el propio contrato, pero se 

omitió dar aplicación). 

La exención de multas no puede fundarse en una evaluación 

subjetiva ni informal, como la mención a causas “exógenas” sin 

respaldo técnico ni procedimiento administrativo que justifique la 

exoneración. 

Si no hay un informe técnico, jurídico o administrativo fundado y 

documentado que justifique que la empresa no es responsable, la 

omisión de la multa es ilegal y provoca grave perjuicio fiscal. 

 

13.- Deber de protección del interés fiscal 

La querellada tenía un deber legal de proteger los recursos 

públicos, lo que incluye cobrar multas pactadas contractualmente en 

caso de incumplimiento. 

 No ejercer las acciones sancionatorias que la ley y el contrato 

permiten o exigen, implica un perjuicio al fisco, ya que se deja de 

ingresar dinero que legalmente corresponde, por lo que existe un perjuicio 

patrimonial al Estado: se dejó de percibir dinero por concepto de multas 

contractuales; el acto fue arbitrario (no se aplicaron multas sin sustento 

jurídico o técnico formal); actuando con dolo, por cuanto conocía el 
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contrato y su obligación de controlar el cumplimiento, pero optó por 

eximir a la empresa, sin respetar la legalidad vigente. 

 

El informe ya individualizado, concluye expresamente: 

 

 

 

Y continúa el informe: 
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14.- En el mismo sentido, tampoco veló por la realización de los sumarios 

o investigaciones administrativas procedentes, puesto que, demostrando 

un total desprecio a la legislación vigente, optó por la autotutela, 

decidiendo no revisar el actuar de los funcionarios a su cargo, pese a serle 

una de sus funciones y haberle sido ordenando por la Contraloría General 

de la República. 

 

 

 

 

 Con ello, incumplió los deberes del cargo, mediante la omisión 

de denuncia (art. 175 CPP). 

Esto, por cuanto toda autoridad o jefe de servicio público tiene la 

obligación legal de denunciar hechos que puedan revestir carácter de 

delito cuando tome conocimiento de ellos en ejercicio de sus funciones. 

En este caso, además, se evita ordenar un sumario administrativo 

bajo el argumento de que existe una querella penal, lo que no es 

jurídicamente suficiente ni exime del deber de hacer la investigación 

interna. 
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Implica, además, negligencia inexcusable en el ejercicio de la 

función pública: un funcionario que decide no ejercer un mecanismo 

obligatorio de control (como el sumario o investigación interna) pese a 

tener antecedentes que así lo ameritan, puede incurrir en negligencia 

grave, lo que también puede dar lugar a un Sumario en su contra, o a 

acciones penales si hay daño fiscal o encubrimiento doloso. 

Si la falta de sumario se da con la finalidad de proteger o encubrir 

a subordinados, o de evitar la trazabilidad del fraude o irregularidades 

cometidas durante el proceso licitatorio, se podría configurar 

encubrimiento, especialmente, por cuanto tenía el deber legal de actuar 

y su inacción ayudó a mantener la impunidad o el perjuicio fiscal. 

En este caso, la no instrucción de sumario permitió que no se 

determinaran responsabilidades, lo que indirectamente beneficia a 

posibles responsables y contribuye a mantener el daño. 

 

15.- La Contraloría General de la República, en el ya mencionado informe, 

abordó el tema y ordenó instruir sumario y ofició al MP, por cuanto le 

pareció que lo detectado revestía la gravedad y características necesarias 

para ser investigados, pese a que la querellada Martorell opina lo 

contrario, minimizando los hechos, diciendo que no hay nada que 

investigar, otorgando constantemente entrevistas en diversos canales de 

televisión. 

 

16.- A mayor abundamiento, la Contraloría General de la República, 

señaló expresamente: 
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Evidentemente, la comisión favoreció a un oferente con un puntaje 

que no le correspondía, pese a haber detectado las falencias, otorgándole, 

igualmente, el máximo puntaje. 

 

17.- En complemento de lo señalado precedentemente, consta de la 

declaración de la Sra. Martorell: 

 

 

  

Es decir, no advirtió que, pese a haberle sido requerida información 

a Motorola por parte de la Comisión Evaluadora a través del foro inverso, 

se le aplicó el máximo puntaje. Dicho de otra forma, no advirtió el error 

evidente.  

Tampoco advirtió la ilegalidad del hecho de que la comisión 

evaluadora googleara en internet para obtener información (lo que no 

está permitido). 

Pero lo grave de esto último, es que solo ella plantea que fue la 

Comisión Evaluadora previo a adjudicar, y los demás testigos e imputados 

señalan que fue por su instrucción que se evaluó luego de presentado el 
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Recurso de TPG, lo que queda refrendado con las conversaciones por vía 

de Whatsapp que constan en la carpeta investigativa. 

 

18.- Señala, además, la Sra. Martorell, en la pregunta 39, que “si no 

contiene todas las firmas de responsabilidad respectiva, yo no firmo 

nada”. Es decir, solo se limitaba a verificar que existiera un “mosca”, sin 

importar quién la hubiera puesto. 

Así se demuestra, por ejemplo, de la respuesta a la pregunta 75: 

 

Lo mismo aplica respecto de este documento: 
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19.- La declaración de la Sra. Martorell da cuenta, además, que la 

legalidad de las actuaciones a su cargo podía ser omitidas, con el solo fin 

de dar continuidad al Servicio: 

 

 

20.- Por otro lado, señala la existencia de sumarios en curso en su 

repartición: 

 

 

 

 Y continúa: 
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21.- Un tema no menor, dice relación con otros antecedentes a los que las 

declaraciones hacen mención, pero que, pese a la incautación de la 

totalidad de la documentación, no se encuentran incorporados en la 

carpeta investigativa 

 

 

 

Como ya se ha señalado, esos informes no parecen existir. 
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22.- La imputada Martorell señala no haber conversado con nadie de su 

equipo del tema, ni antes ni después de la firma de la resolución que 

rechazó el recurso de reposición de esta parte. 

 

 

 

Más adelante, señala en idéntico sentido: 
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En el mismo sentido: 
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En relación con el Recurso de Reposición presentado por esta parte, 

señala expresamente: 
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Continuando con las consultas relativas al Recurso de Reposición: 
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 Tal y como se encuentra acreditado, sí tuvo conocimiento de la 

situación, pidiendo información al equipo técnico y compartiendo 

información con alguno de ellos, dejándolos a cargo de defender la 

adjudicación contra viento y marea. 

 

23.- Conforme consta en Oficio N° E147901/2021, de fecha 18 de octubre 

de 2021, que consta en la carpeta investigativa, emanado de la 

Contraloría General de la República, la querellada Martorell no puede 

eludir su responsabilidad del mando, puesto que los actos administrativos 

se perfeccionan a través de la dictación de resoluciones. 
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24.- En el mismo sentido, el “Manual de Procedimientos de Adquisiciones 

de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y 

Seguridad Pública”, que se encuentra incorporado en la carpeta 

investigativa, establece como funciones de la querellada Martorell, las 

siguientes: 

 

 

 

25.- Don Carlos Quintana señala expresamente en su declaración: 
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Y continúa: 

 

 

Como puede apreciarse, toda el área técnica se abocó a 

fundamentar que la decisión tomada era correcta, señalando que las 

cámaras sí tenían post recordig, a pesar de la abrumadora evidencia que 

indicaba lo contrario. 

 

26.- Sin embargo, el querellado Miranda Orchard declara expresamente 

lo siguiente, indicando dónde se encontraría ubicado el informe: 

 

 

 

27.- Y concluye don Carlos Quintana: 
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28.- Sin embargo, la imputada Martorell, según sus propios dichos, sí se 

preocupó respecto el Recurso y la querella interpuesta, por cuanto analizó 

con terceros ajenos al proceso licitatorio el tema, como en este caso, con 

alguien (innominado) del Ministerio de Defensa: 

 

 

29.  Resultan evidentes las constantes contradicciones para intentar 

ocultar la decisión de mantener a firme la adjudicación, a pesar de la 

abrumadora evidencia: 

En este sentido, destaca la eclaración de Nelson Donoso Yantén: 

 

 

Es decir, su declaración da cuenta de que la querellada Martorell se 

ocupó personalmente del tema de las cámaras. 
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Como podrá apreciarse, la Sra. Martorell se contradice con lo 

consignado precedentemente, en orden a que no revisó el tema con 

nadie: 

 

 

 

Evidentemente, dio instrucciones y revisó el link con el cual 

fundamentó el recurso, lo que niega en otro acápite de su declaración, 

contradiciéndose. 

 

30.- Como puede apreciarse a continuación, de la extracción del celular 

de la Sra. Martorell, lo único que le importó, y en lo cual concentró su 

atención, dice relación con información relativa a la empresa Pegasus, 

buscando recabar dicha información a través de otros personeros 

políticos: 
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Se desconoce la relevancia de información del desempeño comercial 

de mi representada para la adjudicación y ejecución del contrato de 

marras. 

La comunicación precedente, en donde el Subsecretario de Justicia 

de la época manifiesta directo interés en el tema, evidencia que a nivel 

político se habría gestado una red para buscar antecedentes en contra de 

mi representada, con el fin de “acallarla”, y así mantener a firme la 

adjudicación a Motorola Solutions chile S.A., a pesar de que no cumplía 

con los requisitos. 

 

31.- En el mismo sentido, la comunicación con la Jefa de Gabinete del ex 

Presidente Piñera, Magdalena Díaz: 
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32.- O la comunicación del mismo documento con el entonces 

Subsecretario de Pesca, Eduardo Riquelme: 

 

 

 

 

33.- Lo mismo ocurrió con el ex Subsecretario Galli, quien manifestaba 

tener antecedentes respecto de mi representada: 
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El ex Subsecretario Galli aportaba información respecto de mi 

representada. Lamentablemente, los documentos adjuntos no han sido 

aportados a la carpeta investigativa, siendo necesaria su pronta 

incorporación, tal como consta en la carpeta investigativa. 

 

 

 

 

El documento adjunto al mensaje, que no se encuentra en la carpeta 

investigativa, fue circulado entre diversos personeros políticos y entre 

personal de la Subsecretaría: 
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¿A qué se refería dicho archivo? ¿Quién lo realizó? Qué relevancia tenía 

respecto del proceso licitatorio? 

 

34.- Pareciera ser que la preocupación frente a los reclamos de 

irregularidades parece ser mi representada, y no analizar la adjudicación. 

Simplemente, queda en evidencia que esa adjudicación quería 

mantenerse a firme y ni siquiera cuestionada, sin cobro alguno de multa, 

esperando, inclusive, el proceso de aduanas para dar inicio al contrato, 

acomodándose completamente, sin respetar el procedimiento ni la 

normativa legal vigente. 

 

35.- Pese a que la Sra. Martorell niega haber abordado el tema con 

alguien, limitándose, según sus dichos, a firmar porque estaban las 

moscas correspondientes, su versión se contradice con la evidencia: 

 

 

36.- Queda en evidencia que el Sr. Donoso tenía bastante cercanía con la 

Sra. Martorell, al punto de compartirle documentos que se intercambiaron 

entro los contactos políticos de la Sra. Martorell, y que no parecen tener 

relación con el proceso licitatorio en cuestión. 

 

Tal como se indicó, señala el Sr. Fonseca: 
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“La subsecretaria me dijo que esto lo debía ver el encargado Nelson 

Donoso……ante lo cual, Nelson me responde que lo vería con Camilo 

González y que yo no me metiera”. 

 

 

 

 

El señor Donoso también aportó información sobre los metadatos, 

lamentablemente, dicho documento no se encuentra en la carpeta 

investigativa, por lo que resulta de gran importancia conocer su 

contenido, debido a que la Sra. Martorell señala no haberse interiorizado 

ni comprender estos temas “técnicos”. 
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Lo curioso de todos estos documentos, es que, si fueron 

documentos oficiales, no se encontraron entre la documentación 

incautada desde las oficinas de la subsecretaría, ni figuran en los 

computadores analizados. Es decir, es documentación que se habría 

gestionado de manera externa a las labores oficiales de la Subsecretaría, 

o bien, no fueron incautados los computadores que realmente se 

utilizaban.  

 

37.- El Sr. Fonseca señaló expresamente: 
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Y continuó señalando: 
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Es evidente, que la decisión estaba tomada y frente a las acciones 

legales que ejerció mi representada, la decisión fue custodiada por el Sr. 

Donoso, conforme instrucciones de la Sra. Martorell. 

 

38. Es necesario, además, precisar lo siguiente: Consta requerimiento de 

la investigación por parte de la Fiscalía de información a la Contraloría 

General de la República: 
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A dicho requerimiento, la Contraloría General de la República 

respondió de manera categórica:

 

 

 

 

 

 

 

Es decir, asevera que, en relación a las responsabilidades emanadas 

de la redacción y firma de la resolución del Recurso de Reposición, éstas 

radican no solo en su redactor (hasta el momento desconocido), si no que 

también en su firmante, esto es, la querellada Martorell, quien se entiende 

que acepta el contenido, en este caso, un contenido falso contenido en un 

instrumento público, en virtud del cual, además, rechaza las 

argumentaciones planteadas por mi representada para mantener a firme, 

una vez más, la adjudicación. 
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Es en virtud de estos hechos, unidos a otras irregularidades, que la 

Contraloría General de la República determinó derivar al Ministerio Público 

los antecedentes, con el fin de que éste investigue la existencia de delitos 

y sus actores. 

39.- La Jefa de la División Jurídica y Legislación, la querellada Patricia 

Sepúlveda Rogel continuó informando oficialmente que no han existido 

incumplimientos por parte de Motorola Solutions Chile S.A., justificando 

no haber cobrado multas respecto de la ejecución del contrato en perjuicio 

del Erario Nacional, al no percibirse las multas que debían percibirse. 

 

 

 Pero esto tiene una mayor importancia. No es solo que el Fisco dejó 

de percibir las multas que debieron cobrársele a Motorola Solutions Chile 

S.A., si no que dado el tiempo transcurrido entre el plazo de entrega 

ofertado por la adjudicada (que por lo demás, debió ser complementado 

a través del Foro Inverso por haber sido omitido), que se señaló era de 

10 días, finalmente transcurrieron aproximadamente 5 meses hasta su 

real entrega (de algo no ofertado y que no existía en la fecha), por lo que 

no solo correspondía el cobro de multas, si no que también constituía 

causal de término anticipado del contrato y la ejecución de la garantía de 
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fiel cumplimiento de éste, de manera que más dineros se dejaron de 

percibir al favorecer, una vez más a Motorola Solutions Chile S.A, en un 

contrato que, tal y como se ha señalado reiteradamente, nunca debió ser 

firmado, por cuanto nunca debió adjudicarse la licitación en los términos 

realizados. 

POR TANTO: A US.,  

SÍRVASE US. Se sirva tener presente la complementación y precisión 

efectuada a la querella presentada. 
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